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Resumen: las disposiciones constitucionales en materia tribu-
taria desde el texto histórico de 1853/60 han generado tensio-
nes entre el estado nacional y los gobiernos locales que sub-
sisten aún después de la reforma constitucional de 1994. En 
reiteradas ocasiones la pugna se resolvió a favor de la Nación 
ocasionando una indebida dependencia de las provincias, jun-
to a disvaliosas conductas locales alejadas del control de gasto 
público y del equilibrio fiscal. Ello acompañado con un entra-
mado de normas de coparticipación y de pactos fiscales, cuya 
interpretación y efectividad práctica no siempre contribuyó 
al fortalecimiento federal. El repaso de estos antecedentes es 
indispensable para poner en contexto las disposiciones in-
corporadas por la reforma constitucional de 1994 tanto en la 
distribución de competencias tributarias como en la constitu-
cionalización de la coparticipación cuyo cumplimiento es una 
imperdonable deuda pendiente. El federalismo fiscal muestra 
un desarrollo sinuoso con marcadas inobservancias constitu-
cionales cuya superación exige desechar pretensiones de una-
nimidad y concentrarse en arribar a consensos de mayorías, 
sobre la base de la coordinación y la complementariedad. A ello 
deben sumarse sólidos compromisos de responsabilidad fiscal, 
control de gasto público y equilibrio presupuestario tanto en 
cabeza de la Nación como de las autonomías locales. 
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Abstract: the constitutional provisions on tax matters since 
the historical text of 1853/60, have generated tensions be-
tween the national state and local governments that persist 
even after the constitutional reform of 1994. On repeated occa-
sions, the conflict was resolved in favor of the Nation, causing 
an undue dependence on the provinces along with disvaluable 
local conduct far from the control of public spending and fiscal 
balance. This was accompanied by a network of sharing rules 
and fiscal pacts, whose interpretation and practical effective-
ness did not always contribute to federal strengthening. The 
review of this background is essential to put into context the 
provisions incorporated by the constitutional reform of 1994, 
both in the distribution of powers and in the constitutionaliza-
tion of co-participation, whose compliance is an unforgivable 
pending debt. Fiscal federalism shows a sinuous development 
with marked constitutional breaches, whose overcoming requi-
res discarding pretensions of unanimity and concentrating on 
reaching majority consensus, based on coordination and com-
plementarity. In addition to this, it must be added solid com-
mitments to fiscal responsibility, control of public spending 
and balanced budget, both at the national and local level. 

Palabras claves: federalismo fiscal, coparticipación, distribu-
ción competencias tributarias.  

Keywords: fiscal federalism, co-participation, distribution of 
tax powers. 

Sumario: I. Introducción. II. Federalismo argentino, caracte-
rísticas y evolución. III. Federalismo fiscal y distribución de 
competencias tributarias antes y después de la reforma consti-
tucional de 1994. IV. Balance y aportes.

I. Introducción

El tratamiento de los temas vinculados con la distribución de 
competencias tributarias en la Argentina supone adentrarnos en 
el corazón del federalismo fiscal, el cual es la base necesaria de 
la existencia real de las autonomías locales. Repasar el trayecto 
recorrido antes y después de la reforma constitucional de 1994 
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nos muestra un sinuoso camino plagado de constantes incumpli-
mientos constitucionales, empezando por el cercenamiento de 
potestades locales desde fines del siglo xix, lo cual se profundiza 
en la mayor parte del siglo xx, seguido del pertinaz estancamien-
to a partir de la omisión inconstitucional en la formulación de 
nuevos regímenes de coparticipación.

Las disposiciones constitucionales en materia tributaria des-
de el texto histórico de 1853/60 han generado tensiones que 
subsisten aún después de la reforma constitucional de 1994. En 
reiteradas ocasiones la pugna entre Nación y provincias se resol-
vió a favor de la primera ocasionando una indebida dependencia 
de las autonomías locales junto a disvaliosas conductas locales 
alejadas del control de gasto público y el equilibrio fiscal. Ello 
acompañado con un entramado de pactos fiscales bajo la deno-
minación de derecho intrafederal, cuya interpretación y efecti-
vidad práctica no siempre contribuyó al fortalecimiento federal. 

El abordaje propuesto en esta ponencia parte de analizar las 
especiales características del federalismo argentino en lo fiscal, 
con sus connotaciones particulares y sus transformaciones prác-
ticas. Ello desde las distintas etapas que fueron configurándose 
de la mano de incumplir el principio de separación de fuentes 
tributarias que contenía el texto histórico de 1853/60 y de ahí 
la necesidad de idear modelos de redistribución de fondos hacia 
sus titulares originales, las provincias. El repaso de estos antece-
dentes es indispensable para poner en contexto las disposiciones 
incorporadas por la reforma constitucional de 1994 tanto en la 
distribución de competencias como en la constitucionalización 
de la coparticipación cuyo cumplimiento es una deuda pendien-
te. El análisis se completa con los aportes y consideraciones que 
buscan contribuir al acatamiento y efectividad real del texto 
constitucional.  

II. Federalismo argentino,  
características y evolución

La forma de estado adoptada y adaptada por el texto constitu-
cional haciendo honor al régimen político se configura como un 
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federalismo con notas unitarias1 que va mutando desde 1853 a 
1860, pasando por las prácticas de concertación de mediados del 
siglo xx, a lo que se suman los aportes de la reforma constitu-
cional de 1994 que tuvo como uno de sus principios rectores el 
de profundizar la descentralización tanto política institucional 
como fiscal.

El federalismo adoptado en el artículo 1 CN. supone la coe-
xistencia de distintos órdenes de gobierno con potestades insti-
tucionales, políticas, administrativas, tributarias propias y con-
currentes, que se rigen por el principio sentado en el artículo 
121 en virtud del cual, las provincias conservan todo el poder 
no delegado a la Nación por medio de la Constitución Nacional. 
Dichas autonomías requieren del reconocimiento y la efectividad 
de una porción de poder tributario en cabeza de cada una, de 
modo tal de hacer real la descentralización política e institucional 
de la mano del manejo de los recursos tributarios propios. Ello así 
puesto que el federalismo desde lo político institucional necesita 
complementarse con la temática fiscal que lo configura y define. 

1	 Alberdi refería que dicha fórmula pretende la conciliación de las liberta-
des de cada provincia y las prerrogativas de toda la nación “[…] solución 
inevitable y única, que resulta de la aplicación a los términos del problema 
argentino “la nación y la provincia-, de la fórmula llamada hoy a presidir la 
política moderna, que consiste en la aplicación armónica de la individua-
lidad con la generalidad, del localismo con la nación, o bien de la libertad 
con la asociación; ley natural de todo cuerpo orgánico, sea colectivo o sea 
individual, llámese Estado o llámese hombre; según la cual tiene el orga-
nismo dos vidas, por decirlo así, una de localidad y otra general o común, 
a semejanza de lo que enseña la fisiología de los seres animados, cuya vida 
reconoce dos existencias, una parcial de cada órgano, y a la vez otra gene-
ral de todo el organismo” (Alberdi, Juan Bautista, Bases y puntos de par-
tida para la organización política de la República Argentina; Buenos Aires; 
Ed. Francisco Cruz; 1914; cap. XVII; p. 108). Afirma Pérez Guilhou que 
la fórmula mixta no es novedad en las Bases porque ya la había plantea-
do cuando la redacción de Las palabras simbólicas. (Pérez Guilhou, Dardo; 
El pensamiento conservador de Alberdi y la Constitución de 1853. Tradición 
y modernidad; 2a. ed. Corregida y ampliada; Mza., Ediunc, 2003; p. 119). 
Ver entre otros de Abalos, María Gabriela, El pensamiento constitucional 
de Juan Bautista Alberdi. La influencia de su pensamiento en el derecho públi-
co provincial y municipal argentino, en Manili, Pablo (dir.), El pensamiento 
constitucional argentino (1810-1930), Buenos Aires, Ed. Errepar, 2009, pp. 
203-221.
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Los protagonistas primigenios del federalismo en el texto de 
1853/60 son el Estado nacional y las catorce provincias históri-
cas, a las que luego se van sumando paulatinamente nueve más.2 
Este esquema se modifica con la reforma de 1994 a través del rol 
conferido a la Ciudad de Buenos Aires y su estatus autónomo con-
figurado principalmente en el artículo 129, dándole un papel ac-
tivo como sujeto con participación directa en la relación federal.3 
Mientras que la autonomía municipal es reconocida en el artículo 
123 pero no se modifica su inserción en la relación federal, son 
sujetos “en” la relación federal pero no “de” la relación federal por-
que son parte de esta a través de la provincia en cuyo seno existen.4 

Se configura así el federalismo argentino sobre la base de tres 
sujetos que conforman veinticinco actores (la Nación, las veinti-
trés provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aries). En tanto 
que, en torno a la descentralización como fraccionamiento del 
poder en el territorio, se consolidan cuatro órdenes de gobierno, 
ya que se suman al nacional y a los provinciales, el de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y el de los municipios autónomos.5  

2	 Pérez Guilhou, Dardo, Nación y provincias: competencias. Enfoque históri-
co-político, en Pérez Guilhou, Dardo y otros, Atribuciones del Congreso Ar-
gentino, Buenos Aires, Ed. Depalma, 1986, p.85; Abalos, María Gabriela, 
“La descentralización y el federalismo argentino luego de la reforma de 
1994”, en Revista Debates de Actualidad, Asociación Argentina de Derecho 
Constitucional, año XVIII ” núm. 189, Santa Fe, Ed. Rubinzal Culzoni, oc-
tubre 2002/marzo 2003, pp. 126-132.

3	 Entre otros ver Abalos, María Gabriela, Ciudad de Buenos Aires: aspectos 
institucionales y jurisprudenciales actuales, en Palacio de Caeiro, Silvia (dir.), 
Competencia Federal, Buenos Aires, Ed. La Ley; noviembre 2012, pp.1097-
1138; La Ciudad de Buenos Aires y el federalismo argentino: el desafío de las 
relaciones institucionales, Buenos Aires, Suplemento de Derecho Constitu-
cional, El Derecho, 18 de julio de 2014.  

4	 Barrera Buteler, Guillermo, Provincias y Nación, Buenos Aires, Ed. Ciudad 
Argentina, 1996, p. 246. También Frías, antes de la reforma de 1994, enten-
día que los municipios no podían ser incluidos entre las fuerzas autónomas 
convergentes de nuestro federalismo, sin perjuicio de tenerlos presentes 
por su significación política y los servicios que prestan. (Frías, Pedro José, 
Derecho Público Provincial, Buenos Aires, Ed. Depalmam, 1987, p. 23).

5	 Hernández, Antonio M., Federalismo, autonomía municipal y ciudad de Bue-
nos Aires en la reforma constitucional de 1994, Buenos Aires, Ed. Depalma, 
1997, p. 27. 
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III. Federalismo fiscal y distribución  
de competencias tributarias antes y  

después de la reforma constitucional de 1994

La distribución de competencias tributarias concebida por la 
Constitución de 1853/60 se basaba en la separación de fuentes 
tributarias entre el gobierno federal y los gobiernos provincia-
les, con tesoros distintos formados con los tributos respectivos. 
Sin embargo, el único caso en que las fuentes estaban separadas 
claramente era y continúa siendo, en relación con los derechos 
de importación y exportación, reservándose las provincias la im-
posición de los denominados impuestos internos por oposición 
a los nacionales.

En efecto, bajo la impronta de dicho texto se distingue con 
claridad entre las facultades originarias de las provincias para 
recaudar impuestos indirectos internos y directos como regla 
general, y la delegación a la Nación para la recaudación federal 
limitada a los indirectos externos (derechos de importación y ex-
portación) y excepcionalmente por tiempo limitado a los direc-
tos.6 La práctica constitucional fue demostrando el débil nivel de 
acatamiento al texto constitucional que, en los hechos, fue pro-
duciendo una profunda mutación constitucional favorable a la 
centralización de atribuciones en cabeza del gobierno nacional. 

En este sentido, el sistema originalmente inserto en el tex-
to constitucional en relación con las contribuciones indirectas 
internas de titularidad provincial rigió entre 1853/1860 hasta 
1890. En dicho año, la crisis del sector externo afectó conside-
rablemente la recaudación aduanera, lo que impulsó la creación 
por parte de la Nación de un paquete impositivo que incluían la 
creación de los impuestos internos; y la transformación a oro de 
los impuestos de importación y exportación; reformas que tripli-
caron lo producido por los derechos aduaneros. 

De esta forma, se inició una nueva etapa caracterizada por 
la concurrencia de hecho de fuentes tributarias en relación a las 
contribuciones indirectas internas, dado que se crearon los im-

6	 Ello se plasmaba en el art. 67 incs. 1 y 2 y los arts. 4 y 121 del texto consti-
tucional de 1853-60.
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puestos al consumo por parte del gobierno federal, que se super-
ponían a los que cobraban las provincias.7 

A ello se sumó, fruto de otra situación de crisis económica e 
institucional, en 1932 bajo el gobierno de facto de José F. Uriburu 
la creación del impuesto directo a la renta con carácter nacional, 
ratificado por el Congreso bajo el número 11.682, por un período 
de dos años prorrogándose luego en forma indefinida, dejándose 
de lado el carácter excepción con el que habían sido delegados a 
la Nación. De ahí que a partir de 1934 se produce el nacimiento 
de otra etapa, la de coparticipación impositiva entre Nación y 
provincias. 

A lo largo de más de cincuenta años se fueron sucediendo 
distintas normas de distribución de impuestos originalmente 
provinciales percibidos por el gobierno federal, incluyendo dis-
posiciones emanadas de gobiernos de facto. En todos los casos la 
Nación asumió la recaudación de impuestos directos e indirectos 
internos de titularidad provincial según la norma constitucional, 
por lo que necesariamente debió implementar alguna modali-
dad de redistribución. Cabe resaltar que la experiencia argenti-
na muestra en realidad un sistema de participación tributaria, ya 
que, recauda un solo nivel de gobierno y luego los distribuye a los 
restantes, mientras que la coparticipación se verificaría de existir 
transferencias recíprocas entre los distintos fiscos, lo que en la 
práctica no ha ocurrido.8

A fines de 1983 se produce el retorno a la legalidad demo-
crática e institucional y se sanciona un régimen transitorio de 
coparticipación a través de la ley 23.548 en 1988 que regiría has-
ta el 31 de diciembre de 1989. Se trata de una modalidad de ley 

7	 La Corte Suprema de Justicia de la Nación convalidó el ejercicio concu-
rrente de la facultad de establecer impuestos internos al consumo tanto en 
cabeza de la Nación como de las provincias en el caso Sociedad Anónima 
Mataldi Simón Limitada c/ Provincia de Buenos Aires, 28 de septiembre de 
1927 (Fallos 149:260).

8	 Casás, José Osvaldo, “Coparticipación y tributos municipales. Tributos aná-
logos. Prestación efectiva del servicio y razonable proporción en los mon-
tos. Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento. Codifi-
cación y armonización tributaria municipal”, en Bulit Goñi, Enrique (dir.), 
Tasas Municipales, t. I, 1a. ed., Buenos Aires, Ed. Lexis Nexis, 2007, p. 34.
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convenio, es decir, sancionada por el Congreso nacional que re-
quiere que las provincias adhieran por medio de sus legislaturas 
locales. En virtud de ella, la Nación recauda y administra los gra-
vámenes comprendidos y distribuye la recaudación entre las pro-
vincias adheridas comprometiéndose las mismas a no crear tri-
butos locales análogos a los coparticipados, es decir renunciando 
a sus atribuciones propias de recaudación y legislación. A su vez, 
el compromiso incluye a los municipios de sus respectivas juris-
dicciones. Tal normativa a pesar de su vocación de provisoriedad 
continúa vigente puesto que establece con prórroga automática 
ante la inexistencia de un régimen sustitutivo.

      Con el paso de los años y el rotundo fracaso en la sanción 
de un nuevo régimen, dicha ley fue sufriendo innumerables mo-
dificaciones. Ellas vinieron, por un lado, de la mano de distintas 
normas que impusieron asignaciones específicas de recursos, y 
por otro lado, de parte de los pactos fiscales que se fueron suce-
diendo. En efecto, en la década de los 90 del siglo XX se produce 
un proceso de pactismos como modalidad para plasmar las rela-
ciones entre la Nación y las provincias en distintas materias entre 
ellas la tributaria, bajo el formato de imposición de la primera a 
las segundas. 

    Cabe aclarar que tanto la ley de coparticipación como los 
pactos fiscales suponen intentos de armonización de las potes-
tades tributarias de los distintos órdenes de gobierno, ello bajo 
la denominación de derecho intrafederal que reconoce la exis-
tencia de una trama de coordinación entre los distintos niveles 
de gobierno que se proyecta sobre la validez de los tributos. Sin 
embargo, merece reproche la falta de concertación voluntaria y 
multilateral mediante el consentimiento libremente expresado 
por todos los fiscos intervinientes, dado que se impusieron des-
de la Nación a las provincias, sin opciones de debate ni de sana 
discusión democrática y federal.9

9	 Abalos, María Gabriela; Armonización tributaria y derecho intrafederal: con-
sideraciones críticas, en Suplemento de Derecho Constitucional, El Dere-
cho, Buenos Aires, 16 de diciembre de 2015, p. 1, “El sistema fiscal federal 
en el programa constitucional”, en Alvarez Echagüe, Juan Manuel; (dir.), 
Tributación Local. Estudio integral y sistemático de la fiscalidad provincial y 
municipal. A 20 años del Seminario Internacional de Tributación Local, Dr. 
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Esta compleja situación fue produciendo un estado de verda-
dera confusión e incertidumbre en el sistema general de redistri-
bución de recursos entre la Nación y las provincias, lo que con 
acierto ha sido calificado como el laberinto de la coparticipación.10

A ello se sumaban las distintas posiciones en torno a la cons-
titucionalidad de la coparticipación en esta etapa previa a la re-
forma constitucional de 1994. Desde entender que las provincias 
estaban cediendo solamente la potestad administrativa y recau-
datoria de los tributos, con beneficio general y sin perjuicios 
alegables, hasta la consideración que lo delegado era la potestad 
tributaria en sí misma. Sin embargo, el debate de alto interés teó-
rico se tornó abstracto, ya que las provincias que podrían haber 
cuestionado con legítimo derecho la validez constitucional de las 
normas de coparticipación, no lo hicieron, sino que lo consintie-
ron sin limitaciones ni reservas. 

José O. Casás; t. I, Buenos Aires, Ed. Ad Hoc, octubre de 2021, pp. 135-
154; “Federalismo y potestades tributarias locales: evolución y desafíos”; 
en Revista Política Austral; vol. 2, núm. 1, enero – junio 2023, Buenos Aires, 
pp. 53-69; “Potestades tributarias locales y sus límites. Análisis normativo 
y jurisprudencial”, Suplemento de Derecho Constitucional, Buenos Aires, El 
Dial, 29 de noviembre de 2023.  

10	 Término acuñado por el profesor de economía de la Universidad de To-
ronto, Richard Bird, en el marco de su visita a la Argentina como consultor 
del Banco Mundial, “[…] cuando vino a Buenos Aires luego de la reforma 
constitucional de 1994 y quiso conocer los regímenes de coparticipación 
federal de impuestos entonces vigente. La mejor forma que se nos ocurrió 
fue presentarlo en forma de gráfico. Y cuando lo vio por primera vez en 
una reunión de la Comisión Federal de Impuestos (desde luego que no-
toriamente más simplificado que el actual), dijo que era lo más parecido 
a un “plato de fideos” o, en todo caso, a un “laberinto”. Posteriormente, 
José O. Casás lo puso en letras de molde en una revista especializada con 
el título “El Laberinto de la Coparticipación”. http://federalismofiscal.com/
laberinto/ 8 de febrero de 2021. Ver también Bulit Goñi, Enrique, Sistemas 
de coordinación de potestades tributarias a distintos niveles de gobierno en el 
régimen federal argentino, en García Belsunce, Horacio A., director, Tratado 
de Tributación, tomo I, Derecho Tributario, vol. 2, Buenos Aires, Ed. Astrea, 
2003, p. 30, Casás, José Osvaldo, Coparticipación y tributos municipales, 
Buenos Aires, Ed. Ad Hoc, 2007, también Alvarez Echagüe, Juan Manuel, 
director, Derecho constitucional financiero y tributario local. En homenaje al 
profesor emérito doctor José O. Casas y al doctor Enrique Bulit Goñi, Buenos 
Aires, Ed. Ad - Hoc, noviembre de 2015. 
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         Ahora bien, se abre otro escenario a partir de la reforma 
constitucional de 1994. En efecto, esta reforma tuvo como uno 
de sus principales objetivos el fortalecimiento del federalismo y 
bajo su enunciación, la distribución de competencias entre la Na-
ción y las provincias respecto de la prestación de servicios y en 
materia de gastos y recursos, agregándose el régimen de copar-
ticipación. 

En este sentido, en primer lugar, se ratificó la competencia 
exclusiva del gobierno federal sobre las contribuciones indirectas 
externas “en el inc. 1 del artículo 75” derechos de importación y 
exportación, manteniendo el régimen de separación de fuentes 
en relación con este tributo. En cambio, se constitucionaliza la 
concurrencia que de hecho existía en materia de contribuciones 
indirectas internas y directas. Así se agregó a los tributos indirec-
tos internos con carácter de concurrentes “en el inc. 2, primer 
párrafo, del art. 75”, mientras que, se mantuvo la redacción origi-
nal con respecto a los tributos directos, como correspondientes 
solo en forma excepcional al gobierno federal “en el inc. 2, segun-
do párrafo, del art. 75”, desconociendo lo que la práctica consti-
tucional había impuesto desde décadas atrás como se ha visto. 

En segundo lugar, la Convención Constituyente procede a 
incorporar expresamente en el texto constitucional disposicio-
nes sobre coparticipación en el segundo párrafo del inc. 2 del 
artículo 75. Así se estableció la coparticipación entre la Nación, 
las provincias y el nuevo sujeto federal: la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, de los tributos indirectos internos -devenidos en 
concurrentes- y de los directos que en teoría debían ser resor-
te excepcional en manos del gobierno nacional. El segundo pá-
rrafo del inc.2 dispone que “Una ley-convenio, sobre la base de 
acuerdos entre la Nación y las provincias, instituirá regímenes 
de coparticipación de estas contribuciones (las indicadas en el 
primer párrafo” indirectas internas y directas-), garantizando la 
automaticidad en la remisión de los fondos”. Esta norma tendría 
que ajustarse a las siguientes exigencias constitucionales: 

a.	 Podrá instrumentar uno o varios regímenes de copartici-
pación por ejemplo, separando tributos, por un lado los 
directos y por otro los indirectos internos, con modali-
dades de distribución diferentes. Se podría sancionar una 
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ley convenio troncal de coparticipación de impuestos na-
cionales, sin perjuicio de otras específicas para tributos 
en particular y que dispongan regímenes de coparticipa-
ción distintos del central.11 

b.	 Debe contemplar como base los consensos o acuerdos 
entre la Nación, las provincias y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires. Interpretaba Bulit Goñi con acierto que de-
bería dictarse una ley nacional que reglamente lo relativo 
a los acuerdos entre la Nación y las provincias, en nuestra 
opinión, también la Ciudad de Buenos Aires.12

c.	 Corresponde su iniciación ante la Cámara de Senadores, 
ello en claro reconocimiento de la titularidad provincial 
originaria de las contribuciones (directas e indirectas in-
ternas) que se coparticipan y a diferencia de las normas 
impositivas ordinarias cuya Cámara de origen es la de Di-
putados (art. 52). 

d.	 La sanción legislativa requerirá la mayoría absoluta de la 
totalidad de los miembros de cada Cámara, una mayoría 
agravada que exige más de la mitad de los integrantes de 
cada cuerpo legislativo. 

e.	 No puede ser modificada unilateralmente por ninguno de 
los sujetos federales, dada la naturaleza de ley convenio 
integrando la categoría de derecho intrafederal. Tampoco 
puede ser reglamentada por ninguno de ellos por las mis-
mas razones. 

f.	 Deberá garantizar la automaticidad en la remisión de los 
fondos, lo cual tiende a evitar el bloqueo de los recursos 
usado muchas veces, como herramienta de presión polí-
tica a los gobiernos subnacionales por parte del gobierno 
nacional.

g.	 Requiere la aprobación por parte de las provincias y de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respondiendo más 
bien a la lógica de norma de adhesión. En este punto es 
dable de destacar discrepancias doctrinarias, para algu-

11	 Bulit Goñi, Enrique, Algunas consideraciones sobre la coparticipación federal 
y la reforma constitucional de 1994, en Constitución Nacional y tributación 
local, t. II, Buenos Aires, Ed. Ad Hoc, 2009, p. 974.

12	 Bulit Goñi, Enrique, El futuro de la coparticipación federal, en Constitución 
Nacional y tributación local, tomo II, op.cit., p. 1088.

459 | 

El sinuoso camino del federalismo fiscal en Argentina



nos, en una interpretación literalmente de la letra del inc. 
2 del artículo 75, la Ciudad no habría de ser parte de los 
acuerdos previos ni se requeriría su aprobación posterior 
ya que no se la ha equiparado a una provincia,13 mientras 
que para otros, la aprobación de la Ciudad como su parti-
cipación en la etapa de acuerdos previos, es indispensable 
y acorde con el estatus de autonomía que el artículo 129 
CN le confiere.14

h.	 La distribución entre la Nación, las provincias y la Ciudad 
de Buenos Aires, y entre estas, se efectuará en relación 
directa a las competencias, servicios y funciones de cada 
una de ellas, contemplando criterios objetivos de reparto. 

i.	 También debe incluir criterios subjetivos como: la equi-
dad, la solidaridad y la prioridad para lograr un grado 
equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de 
oportunidades en todo el territorio nacional. 

j.	 Finalmente, un Organismo Fiscal Federal tendrá a su car-
go el control y fiscalización de la ejecución de lo esta-
blecido en este inciso, según lo determine la ley, la que 
deberá asegurar la representación de todas las provincias 
y la Ciudad de Buenos Aires en su composición.15 

El constituyente de 1994 ha diagramado así una ley convenio, 
es decir una norma contractual que deberá surgir de los acuer-
dos entre los distintos sujetos del federalismo, sancionada por el 
Congreso con una mayoría agravada, y finalmente aprobada por 
las provincias y la Ciudad de Buenos Aires. Es un instrumento ju-
rídico que se diferencia de las leyes ordinarias que dicta el Poder 

13	 Bulit Goñi, Enrique, La coparticipación federal en la reforma constitucional 
de 1994, Constitución Nacional y tributación local, t. II, op. cit., p. 1035. 

14	 Casas, José Osvaldo, prólogo a la obra de Enrique Bulit Goñi, Constitución 
Nacional y tributación local, t. I, op. cit., pp. 45 y ss.

15	 Ver al respecto de Pérez Hualde, Alejandro, Los organismos federales de 
control en la Constitución: de servicios públicos y fiscal, Buenos Aires, Ed. 
Rap, 2014. Del mismo autor Coparticipación federal de impuestos en la Cons-
titución Nacional, Instituto Argentino de Estudios Constitucionales y Polí-
ticos, Buenos Aires, Ed. Depalma, 1999, Constitución y EEconomía, Buenos 
Aires, Ed. Depalma, 2000, “Coparticipación de impuestos: diseño del sis-
tema económico federal y de su estabilidad”, Revista Federalismi.it no. 18, 
diciembre de 2015. 
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Legislativo, lo que lleva a algunos autores a sostener que nuestro 
país se sale de un federalismo “normativo” para incorporarse en 
uno de carácter contractual.16 

En relación con la distribución primaria, o sea, entre la Na-
ción y las provincias y la Ciudad de Buenos Aires, se dispone 
por un lado lo vinculado a asignaciones específicas en el inc 3, y 
por otro que “la relación directa a las competencias, servicios y 
funciones de cada una de ellas contemplando criterios objetivos 
de reparto”, como dice el inciso 2 del artículo 75, en una frase 
que se correlaciona con un párrafo posterior de la misma norma 
que expresa: “No habrá transferencia de competencias, servicios 
o funciones sin la respectiva reasignación de recursos, aprobada 
por ley del Congreso cuando correspondiere y por la provincia 
interesada o la Ciudad de Buenos Aires, en su caso”. Mientras 
que para la distribución secundaria, o sea, entre las provincias 
y la Ciudad de Buenos Aires, los criterios de reparto deben ser: 
a. objetivos: es decir, exentos de parcialidad, con razonabilidad; 
b. equitativos: es decir, con justicia en el caso concreto, v.gr., a 
mayor capacidad contributiva o poblacional sería equitativa una 
mayor distribución, c. solidarios: con ayuda mutua entre las pro-
vincias, v.gr., redistribución que beneficie a las poblaciones reza-
gadas y d. prioritarios para el logro de un grado equivalente de 
desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo 
el territorio nacional, lo que vincula directamente con los propó-
sitos del artículo 75 inciso 19 CN, que aspira a ser la nueva cláu-
sula del progreso, con especial énfasis en el “desarrollo humano”, 
obligan a un gran esfuerzo para corregir los desequilibrios, des-
igualdades e injusticias de la sociedad argentina. Todo ello se ve 
reforzado por el inc. 8 del mismo artículo 75, que al referirse al 
presupuesto general de gastos y cálculo de recursos de la admi-
nistración nacional, establece que deberá ser elaborado “confor-
me a las pautas establecidas en el tercer párrafo del inciso 2” del 
mismo artículo. 

Teniendo en cuenta la importancia de esta norma de coparti-
cipación, la misma reforma de 1994 contempló en la Disposición 

16	 Spisso, Rodolfo, Derecho Constitucional Tributario, 8a. ed., Buenos Aires, 
Ed. Abeledo Perrot, 2023, p. 99.
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Transitoria Sexta que debía sancionarse antes de la finalización 
del año 1996. Sin embargo, han transcurrido casi tres décadas 
y no se ha logrado aún su dictado, en su lugar y en un contexto 
signado por estados recurrentes de emergencia económica e ins-
titucional se han sucedido consensos fiscales entre la Nación y la 
mayoría de las provincias con algunas disidencias, y reprochables 
decisiones unilaterales del Poder Ejecutivo nacional sobre recur-
sos coparticipables. 

Ello ha generado una multiplicidad de reclamos judiciales 
de las provincias que en general se han resuelto a favor de las 
competencias locales. En este sentido, la interpretación juris-
prudencial ha recalcado que la omisión en establecer un nuevo 
régimen de coparticipación ha acarreado una debilidad provin-
cial endémica, desoyéndose el objetivo de la reforma de 1994 de 
fortalecer el federalismo. Así la Corte Suprema recalca que ese 
inmovilismo no puede justificarse por la imposibilidad de lograr 
acuerdos políticos, en la medida en que la Constitución materia-
liza el consenso más perfecto de la soberanía popular; frente a 
sus definiciones, los poderes constituidos deben realizar todos 
los esfuerzos necesarios para asegurar el desarrollo del proyec-
to de organización institucional que traza su texto. Señala con 
acierto que los coordinadores del sistema federal de concerta-
ción son las autoridades nacionales (Presidente y Congreso) y 
sobre ellos pesa las convocatorias pertinentes a los fines de ela-
borar las propuestas normativas o los acuerdos previos -como los 
llama la Constitución- para implementar el sistema de copartici-
pación. Ello no quita responsabilidad a los gobiernos locales pero 
con acierto la Corte Federal pone el acento en las autoridades 
nacionales.17

17	 CSJN. “Santa. Fe, Provincia de c/Estado nacional s/acción declarativa de 
inconstitucionalidad”, 24 de noviembre de 2015. Con igual alcance y en la 
misma fecha “San Luis, Provincia de c/Estado nacional s/acción declarati-
va de inconstitucionalidad y cobro de pesos”, CSJ 191/2009 (45-S/CS1) y 
la medida cautelar en “Córdoba, provincia de c/Estado Nacional y otro s/
medida cautelar”, CSJ 786/2013 (49-C)/CS1, tambien “Formosa, Provin-
cia de c/Estado Nacional”, CSJ 4783/2015, 9 de diciembre de 2015. Ver 
el comentario de Abalos, María Gabriela, Coparticipación impositiva: apor-
tes institucionales de la Corte Suprema de Justicia, Sup. Const. 2016 (abril), 
20/04/2016, 65 - LL2016-B.
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VI. Balance y aportes

El federalismo fiscal muestra un camino sinuoso marcado por in-
cumplimientos constitucionales en gran medida impulsados por 
situaciones de crisis económicas e institucionales. En todos los 
casos la respuesta fue en desmedro de las provincias inclinando 
la balanza hacia el incremento de potestades en cabeza de la Na-
ción, interpretando la concurrencia de atribuciones tributarias 
y efectivizándola en los hechos al margen de la norma constitu-
cional. 

A treinta años de la reforma constitucional de 1994 se ob-
serva que no existe voluntad ni intención real de parte de nin-
guno de los sujetos del federalismo argentino de cumplir con los 
mandatos constitucionales en materia tributaria. No solamente 
se convalida hacer de la excepción en el caso de los impuestos 
directos, la regla a favor de la Nación, sino que las provincias y 
la Ciudad de Buenos Aires pasivamente continúan aceptando 
las pautas de coparticipación impuestas por el estado nacional 
y con ello, las obligadas adhesiones a los pactos y compromisos 
fiscales. Se ha dicho con acierto que para las provincias parece 
más seguro garantizarse una asignación bajo forma de “piso co-
participable” que apostar a un nuevo esquema de administración 
tributaria.18 

El reconocimiento de las potestades tributarias de los dis-
tintos órdenes de gobierno en el federalismo argentino, indis-
pensable para la subsistencia de cada uno, solo podrán ejercerse 
en estricta armonización, sustentada en interpretaciones diná-
micas que posibiliten nuevas formas de cooperación interjuris-
diccional, impuestas por la realidad efectiva de la tributación y 
los nuevos fenómenos de la gestión local.  A ello deben sumarse 
compromisos serios de responsabilidad fiscal, control de gasto 

18	 Garat, Pablo María, La coordinación financiera y el sistema de coparticipa-
ción federal a partir de la reforma constitucional de 1994, El derecho, tomo 
181–1044., Buenos Aires, 2 de abril de 1999. Ver también Asensio, Miguel 
Angel y Garat, Pablo María, coordinadores, Federalismo fiscal. Experiencia 
nacional y comparada, Buenos Aires, Ed. Rubinzal Culzoni, 2011, Asensio, 
Miguel Angel, Di Gresia, Luciano y Garat, Pablo María, Aportes al debate 
sobre la relación fiscal federal, Buenos Aires, Fundación Civilidad, 2016.
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público y equilibrio presupuestario tanto en cabeza de la Nación 
como de las autonomías locales. 

La gran deuda pendiente es el dictado de la ley convenio de 
coparticipación con uno a varios regímenes de distribución. Esta 
omisión lesiona gravemente el régimen federal y con ello el dise-
ño de la organización de los poderes públicos, pues la división de 
las funciones del Estado tanto en su faz vertical como horizontal 
se erige en un pilar esencial en garantía de la real y plena vigen-
cia de los derechos humanos. Hace décadas escribía Pedro José 
Frías “[…] contrariado, cambio el título de federalismo fiscal, por 
unitarismo porque es la realidad que vivimos”,19 sigue siendo una 
asignatura a cumplir.

El desafío de concretar el dictado de dicha ley convenio exige 
aportar una interpretación favorable a los consensos de mayoría 
y desechar una pretendida unanimidad para su dictado. Se pone 
de resalto que para la aprobación de la ley convenio, tanto como 
para las asignaciones especiales del inciso 3, el constituyente del 
94 ha impuesto una mayoría agravada como es la mayoría abso-
luta de cada Cámara del Congreso, más de la mitad de los miem-
bros de cada una, no así la unanimidad. De esta forma, debería 
exigirse esa misma mayoría, como mínimo, para la instrumenta-
ción de los acuerdos previos como para la posterior aprobación 
por parte de las provincias y de la Ciudad de Buenos Aires. En 
esta hipótesis, para quienes no presten su conformidad se apli-
caría la previsión de la cláusula transitoria sexta que dispone que 
no podrá modificarse la distribución de recursos vigente a la san-
ción de la reforma de 1994.

Finalmente los incumplimientos constitucionales resaltados 
tanto en relación a la distribución de competencias tributarias 
como en la articulación de la coparticipación en base a los crite-
rios y modalidades exigidos muestran una empecinada conducta 
de los sujetos federales de desoír los mandatos constituciones. La 
persistencia de este comportamiento daña gravemente a las auto-

19	 Frías, Pedro José, Unitarismo fiscal, en Hernández, Antonio M. (dir.), As-
pectos fiscales y económicos del federalismo argentino, Academia Nacional de 
Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba, Instituto de Federalismo, Cba., 
2008, p.45.  
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nomías locales, las debilita y las hace dependientes de la Nación, 
pero también deja a algunas en una cómoda posición de pasivi-
dad alejadas de preocupaciones de recaudación, control del gasto 
público y responsabilidad fiscal. 

La instrumentación reglamentaria de los mandatos consti-
tucionales expresos no puede quedar supeditada a razones de 
oportunidad o conveniencia de los poderes políticos nacionales 
y locales, ni justificada en las dificultades para arribar a mayorías 
sólidas y articuladas. El camino de la concertación federal tiene 
como base el fortalecimiento de las autonomías de la Ciudad de 
Buenos Aires, de las provincias, y dentro de ellas, de las muni-
cipales, con coordinación, complementariedad y consenso que 
sirvan de presupuestos orientadores a las complejas relaciones 
institucionales que cotidianamente marcan nuestro ser federal. 
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